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                       SALA CIVIL FAMILIA

                               PEREIRA – RISARALDA                  

   



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

                                              SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, diciembre cuatro de dos mil nueve
Expediente 66001-31-03-004-2007-00228-01

Acta N° 641 de diciembre 4 de 2009
   



Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia del 15 de agosto de 2008, dictada por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito en el proceso ejecutivo que Emmanuel de Jesús Tirado Plata le promovió a la sociedad Clínica Risaralda S.A. 

     



ANTECEDENTES

   



Por medio de apoderado judicial el señor Tirado Plata demandó a la Clínica Risaralda S.A., con el fin de obtener el pago de las sumas de dinero contenidas en tres letras de cambio, la primera por $150.000.000,oo, y las dos restantes por $100’000.000,oo cada una, con sus respectivos intereses de plazo y mora. 

  



Con ese fin, adujo que la sociedad aceptó los títulos valores que contienen esas obligaciones, todas ellas actuales, claras, expresas y exigibles, los que fueron descritos en los hechos de la demanda.

   



Con esa información, se libró mandamiento ejecutivo por las tres cantidades, con sus respectivos intereses de plazo y de mora y se dispuso la notificación a la sociedad demandada. 

  



Dentro del término para proponer excepciones, lo hizo por medio de apoderado judicial, quien planteó las que denominó pago y cobro de lo no debido. La primera la hizo consistir en que la obligación contenida en la letra de cambio por valor de $150’000.000,oo fue cancelada al compensarse ese crédito con la compra de 184.000 acciones adquiridas por el acreedor, por un valor de $184’000.000,oo en diciembre de 2005; la diferencia de $34’000.000,oo, fue cancelada por el señor Tirado Plata en dinero.  Además, los intereses de las otras dos cantidades fueron cancelados hasta el 31 de mayo de 2006. La segunda tiene el mismo sustento. 

  



Surtido el traslado de las excepciones, decretadas y practicadas las pruebas pedidas por las partes y la que de oficio estimó el juzgado necesarias y corrido el término para alegar de conclusión, en el que ambas partes intervinieron para ratificar sus posiciones en el proceso, se dictó sentencia en la que se declararon no probadas las excepciones y se ordenó seguir adelante la ejecución.  Para arribar a esa conclusión señaló que contra la acción cambiaria sólo pueden oponerse las excepciones que expresamente señala el artículo 784 del C. de Comercio; que una de ellas es la de quitas o pago parcial, siempre que consten en el título; que nada se discute sobre la forma de llenarse los espacios en blanco, que la parte demandada no cumplió la carga de probar que los intereses fueron pagados hasta la fecha alegada; que en cuanto al pago de la letra de cambio de $150’000.000,oo, no se logró establecer que las transacciones realizadas para adquirir la acciones por parte del señor Tirado Plata tuvieran relación con ese instrumento, por lo que debe estarse a la literalidad del mismo.  





Apeló la sociedad demandada y concedido el recurso, en esta sede sustentó. Adujo que Manuel Tirado Plata fue socio fundador de la Clínica Risaralda S.A. y en su relación como socio le prestó dineros que fueron garantizados con letras de cambio, una de ellas por valor de $150’000.000,oo; que ese valor ya había sido pagado cuando él endosó los títulos valores al abogado que lo representa, pero para cuando fue notificado el mandamiento de pago ya había fallecido y, por tanto, no pudo la demandada ejercer cabalmente su derecho de defensa, por eso se acudió a otras pruebas; que el error de la entidad de no reclamarle la letra al acreedor no puede brindarle ventajas para cobrar dos veces su importe; reiteró la forma de pago de esa obligación y de los intereses sobre las otras dos sumas cobradas hasta el mes de mayo de 2006. 

 



Se pronunció la parte ejecutante para reafirmar que en el proceso no hay ninguna prueba que indique que el valor contenido en la letra aludida fue pagado, ni que los intereses que aparentemente pagó correspondan a las letras que aquí se cobran. 
  



Ahora, luego de practicadas las pruebas decretadas de oficio, es oportuno resolver, previas estas: 
   



CONSIDERACIONES

  



Como viene de verse, la demanda fue promovida para obtener el pago de las obligaciones contenidas en las letras de cambio allegadas con la demanda, cada una de las cuales se ajusta a las exigencias de los artículos 621 y 671 del Código de Comercio y contiene obligaciones claras, expresas y exigibles, como lo impone el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil. 

  



 Es necesario poner de relieve que esta acción cambiaria es directa, si bien se ejercita contra la aceptante de las órdenes contenidas en tales letras (art. 781, C. Comercio).  Contra acciones de este tipo, y también en parte contra las de regreso, cabe la formulación de las excepciones que señala el artículo 784 del estatuto mercantil, reales unas, según ataquen el negocio jurídico mismo; personales otras, que miran a cuestiones subjetivas entre el demandante y el demandado. 




Una de tales excepciones es, sin duda, la de pago, que puede decirse que admite ambas modalidades; es real, si se fundamenta en el numeral 7° de la norma, esto es, en las quitas o el pago total o parcial, pues en tal caso deben constar en el título y es su validez lo que se discutirá; y personal, si se acude al numeral 13. En lo que atañe a este proceso, se alega por la demandada, sin encasillar su defensa en uno u otro contexto, que pagó la deuda contenida en la letra de cambio girada por $150’000.000,oo y los intereses correspondientes a las otras dos obligaciones, hasta el mes de mayo de 2006. Y si se observan los documentos allegados como recaudo ejecutivo fácilmente se ve que en ninguno de ellos consta que se hayan descargado dichas obligaciones, total o parcialmente.  Es decir, que queda descartada la primera alternativa, que fue por la que optó el juzgado (f. 75), al tratarse esa defensa bajo la óptica del numeral 7° mencionado. 
   



En realidad el tratamiento que ha debido dársele es el segundo, esto es, el pago como excepción personal, lo que es pertinente si, se repite, la acción cambiaria es directa, ejercitada entre quienes concurrieron como aceptante y girador, que es entre quienes con holgura se puede plantear, como acertadamente lo tiene dicho la doctrina 
.   En este contexto, entonces, no puede sostenerse que la sociedad demandada no cumplió la carga probatoria que le incumbía sólo porque las letras de cambio no dan cuenta del pago efectuado, ni se le hizo devolución de la que contiene la obligación por $150’000.000,oo.
  



Convenido como está que se trata de una excepción personal, no cabe la exigencia de que dicho pago tenga necesariamente que constar en el título mismo para que pueda abrirse paso. No; a ese propósito valen todos los medios probatorios de que disponen las partes, sin perder de vista, eso sí, que en lo relativo a la prueba testimonial tiene dicho el artículo 232 del C.P.C. que “…Cuando se trate de probar obligaciones originadas en contrato o convención o el correspondiente pago, la falta de documento o de un principio de prueba por escrito, se apreciará por el juez como un indicio grave de la inexistencia del respectivo acto, a menos que por las circunstancias en que tuvo lugar haya sido imposible obtenerlo, o que su valor y la calidad de las partes justifiquen tal omisión…”. Por supuesto que esta regla no contiene más sanción probatoria que la del indicio grave que, como tal, puede ser desvirtuado, pues corresponde al juez, dentro del análisis crítico de las pruebas determinar si hay otros elementos que permitan desdeñarlo, incluida la prueba testimonial, como de vieja data lo tiene dicho la jurisprudencia nacional 
.
  



Tampoco puede aceptarse que la literalidad que acompaña a los títulos valores impida considerar circunstancias de orden sustancial que hayan modificado o extinguido las obligaciones cartulares si ellas no se hacen constar en su cuerpo o, como señala el juzgado, que no se puedan “oponer excepciones derivadas de convenios que no consten en el documento…”. La literaridad como característica primordial de los títulos valores, permite ver los derechos y obligaciones que en ellos se han incorporado y, en esa medida, se erige en una presunción de su certeza, pero es una presunción legal que admite controversia y prueba en contrario.  Si no fuera así, se llegaría al extremo de decir que de nada valen la excepciones permitidas contra la acción cambiaria a menos que sus fundamentos constaran en el título mismo, mucho menos las personales que, como se señaló, hacen relación a cuestiones subjetivas entre demandante y demandado. 





Precisamente, de la intervención de la parte demandada no se desprende su intención de desconocer sin más las obligaciones contraídas e insertas en las letras de cambio ejecutadas; al contrario, conforme con su tenor literal reconoce su existencia y su valor, sólo que afirma que una de ellas fue descargada totalmente y sobre las otras se pagaron intereses hasta una fecha posterior a la que se reclama en la demanda. 

  



Para deslindar las dos situaciones, se tiene que en lo relacionado con la obligación que asciende a los $150’000.000,oo está demostrado lo siguiente: 

   



a) La Clínica Risaralda S.A. aceptó la letra que la contiene, el 25 de octubre de 2005, pagadera el 25 de junio de 2006 al señor Emmanuel de Jesús Tirado Plata, con intereses de plazo del 2% mensual y de mora a la tasa legal permitida (f. 6).  
  



b) El reglamento de colocación de acciones (f. 13, c. 6), previó la emisión de 3’074.885 de ellas, que serían ofrecidas en una primera ronda a los accionantes que hubiese otorgado préstamos a la clínica a partir del 14 de septiembre de 2005; y en una segunda ronda, a los accionistas actuales y a los acreedores de la misma, que fueran médicos profesionales y cuyas acreencias se hubiesen causado “hasta el día 31 de agosto del año 2005”, para lo cual tendrían un plazo de 5 días hábiles, contados a partir de la fecha del aviso para su adquisición. En uno y otro caso quedó dicho en el reglamento que a los adquirentes se les admitiría pagar de contado el precio o expresar su intención de compensar el precio con los créditos que tuvieran a su favor.
  



c) El 15 de diciembre de 2005 se le hizo saber a Emmanuel de Jesús Tirado Plata, en calidad de accionista, que se le ofrecían las mencionadas acciones “en la segunda ronda”, con las condiciones previstas en el reglamento, que la aceptación debería comunicarla por escrito y pagar el precio de contado (f. 33, c. 3).
  



d) El señor Tirado Plata en un escrito que fue recibido el 20 de diciembre de 2005, es decir, con posterioridad a la oferta que se le hizo, manifestó que era su interés capitalizar la suma de $184’000.000,oo, “dinero que deposité en la institución en la fecha oportuna”.
  



e) En un movimiento general de la cuenta del señor Emmanuel Tirado Plata (f. 79, c. 3), se menciona una reclasificación de cuentas por valor de $ 150’000.000,oo y un ajuste de “consignación préstamo” por valor de $34’000.000,oo.
  



f) El único testimonio vertido sobre este particular, fue el de Jacqueline Escobar Molina, quien se desempeñó en el departamento de contabilidad de la clínica por la época de la emisión de las acciones citadas; dijo ella que el 25 de octubre de 2005 recibió la entidad a título de préstamo por parte del doctor Tirado Plata, la suma de $150’000.000,oo, aunque efectivamente se consignaron $144’000.000,oo aproximadamente, pues $5’600.000,oo se registraron como intereses; que en diciembre de 2005 inició un proceso de capitalización con los accionistas, y el doctor Tirado manifestó su interés de adquirir 184.000 acciones para pagar $150’000.000,oo con la acreencia que tenía a su favor y $34’000.000,oo como excedente; que el registro contable que de ello quedó fue la consignación por $144’000.000,oo que hizo el acreedor y la letra de cambio suscrita por $150’000.000,oo;  que el doctor Tirado Plata no llevó ningún dinero adicional a la clínica para pagar los $150’000.000,oo pues, de haberlo hecho, ella se hubiera enterado, en cambio sí está la carta en la que él manifestó su interés de capitalizar y, el valor de la consignación por $34’000.000,oo fue verificada en los extractos bancarios de la clínica y las conciliaciones bancarias.
  



De este haz probatorio saltan a la vista varias cosas: la primera, que surge no sólo del dicho de la testigo, sino de la documentación allegada al proceso, es que respecto del movimiento contable de los $150’000.000,oo tantas veces referidos, así como de los $34’000.000,oo, no quedó ningún soporte que permita deducir, por un lado, que aquellos correspondían a la capitalización de acciones para ser compensadas con uno de los créditos que aquí se cobran, y por el otro, que estos, los $34’000.000,oo fueron depositados para ajustar, con el valor de la letra de cambio, el monto al que ascendían las 184.000 acciones adquiridas.
  



La segunda, que la oferta que se le hizo al accionista Tirado Plata fue con sustento en la “segunda ronda”, en virtud de la cual, en el caso de los acreedores, sería aceptada la compensación de aquellos créditos causados hasta el 31 de agosto de 2005; y está claro que el préstamo que por valor de $150’000.000,oo le hizo aquél accionista a la clínica, tuvo lugar en el mes de octubre de ese mismo año; es decir, que no estaba dentro de ese parámetro fijado para la segunda ronda de colocación de acciones.
  



En tercer lugar, tanto en la primera ronda como en la segunda era menester, porque así lo exigía el reglamento, que en la propuesta de adquisición se dejara clara la intención de compensar o cruzar el precio con el crédito que el adquirente tuviera a su favor; pero eso tampoco ocurrió. Lo que está demostrado es que el señor Tirado Plata manifestó su interés de capitalizar $184’000.000,oo que, dijo en su misiva a la clínica, había depositado oportunamente. 
  



Adicionalmente, ese movimiento general que se mencionó, fuera de que, como sostiene la parte demandante, no cuenta con ningún soporte contable, no alude en parte alguna a que con los $184’000.000,oo se hubiese descargado la obligación que contiene la letra de cambio que nos ocupa. A decir verdad, ni ese ni ningún otro documento da cuenta de ello, y el solo dicho de la testigo no es suficiente para dar ese hecho por acreditado, si bien fue clara en decir que ella no percibió cómo fueron elaboradas las letras de cambio o qué tipo de instrucciones se dieron para llenarlas.
  



A todo esto se suma la circunstancia evidente de que el título seguía en poder del acreedor y según dijo la testigo Yudi Julieth López Marín (f. 19, c. 6), estuvo presente en el momento en que él endosó las letras que tenía en su poder al abogado, hecho que ocurrió por la época de septiembre u octubre de 2007, esto es, mucho después de las diligencias surtidas a raíz de la expedición de las acciones.
  



No es entonces, como se dijo al comienzo, que la excepción no pueda prosperar porque en el título mismo no aparezca consignado su pago, sino porque, además de ello, tampoco hay un soporte probatorio suficiente que le permita a la Sala, como no lo hubo para el juez, establecer que en realidad el valor de los $150’000.000,oo hubiera sido compensado con el de las acciones adquiridas.
  



Pudo ser así y que de esa circunstancia no quedaran constancias suficientes en razón de la aparente confianza que existía entre los directivos de la clínica y el señor Emmanuel de Jesús Tirado Plata; es más, aunque los hijos del señor Tirado Plata llamados a declarar dijeron al unísono que desconocían los negocios de su padre, sí estaban conscientes de que las deudas eran dos, no tres, y por eso se sorprendieron cuando fueron interrogados sobre el particular. Pero lo cierto de todo es que es regla que impera el que el juez debe fundar sus decisiones en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso (art. 174 C.P.C.), como también que incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen. Y si aquí no hay una de prueba determinante de la compensación que en últimas alegó la entidad demandada, en cambio sí está de por medio el título valor con todos sus requisitos legales, contentivo de una obligación clara, expresa y exigible proveniente de ella, no había forma de declarar probadas las excepciones propuestas en lo que a la letra por valor de $150’000.000,oo se refiere.
  



Ahora, que se pueda discutir, entonces, que el pago de las acciones adquiridas está en entredicho, es cuestión que no corresponde definir en este proceso.

  



Pasando a lo que se debate en torno al pago de intereses respecto de las dos letras de cambio restantes, cada una por valor de $100’000.000,oo, que según la demandada fueron satisfechos hasta el 31 de mayo de 2006, no se ve cuál haya podido ser la razón de tanta discusión; tal vez ella se derivó  de la inadecuada apreciación de la demanda por parte del juzgado, si se tiene en cuenta que en relación con la letra de $150’000.000,oo claramente dijo el apoderado del actor que “el demandado no ha cancelado ni capital ni los intereses desde la iniciación de la obligación, es decir, desde octubre de 2005”, en tanto que, frente a las letras de $100’000.000,oo dijo que “El plazo se encuentra vencido y el demandado no ha cancelado capital ni los intereses desde el mes de junio de 2006”, lo que hubiera bastado o para librar el mandamiento ejecutivo en esos términos, entendiendo que el mismo acreedor daba por satisfechos los intereses de plazo hasta el mes mayo de 2006, o para darle razón al excepcionante, ya que en el mandamiento ejecutivo dispuso otra cosa, porque para una ordenó el pago desde el 18 de diciembre de “2006”, y para la siguiente, desde el 28 de mayo de 2006, sin justificar por qué desde esa fecha, si la letra había sido girada en marzo 28 de ese año. Más aún, los intereses de mora fueron dispuestos a partir del 26 de junio de 2007, cuando las obligaciones, se insiste, se hicieron exigibles el 26 de junio de 2006.

  



Con todo, como el mandamiento ejecutivo fue librado de esa manera y las partes no lo replicaron, para dilucidar lo relacionado con el pago de los intereses de plazo, la prueba apunta a lo siguiente:
  



a) Se trata de dos títulos valores, cada uno por valor de $100’000.000,oo, creados el 18 de diciembre de 2005 y el 28 de marzo de 2006, en su orden, pagaderos ambos el 25 de junio de 2006 (f. 7 y 8, c.1)




b) Del dicho de Yudi Julieth López Marín, de la demanda misma promovida contra la Clínica Risaralda S.A., de la versión de Jackeline Escobar Molina y de los restantes documentos allegados, se desprende con meridiana claridad, que para cuando el señor Emmanuel de Jesús Tirado Plata murió, eran tres las obligaciones a cargo de la entidad y a favor de su accionista. Sobre la primera ya quedó dilucidada la cuestión; frente a las otras dos, no cabe duda para la Sala, de que se trata de las dos contenidas en las letras de cambio por valor de $100’000.000,oo acompañadas como recaudo ejecutivo.

  



c) El señor Tirado Plata presentó a la clínica el 10 de marzo de 2006 y el 31 de mayo de ese mismo año, las cuentas de cobro correspondientes a los intereses causados respecto de esos dos préstamos; una por valor de $5’200.000,oo (f. 10, c. 3), y otra por valor de $10’866.667,oo (f. 8, c.3). Respecto del primer valor existe un comprobante de pago suscrito por el acreedor, que no fue tachado, según costa a folio 9 del cuaderno número 3, por valor de $5’200.000,oo, lo que significa que por este lado, los intereses de la letra de cambio creada el 18 de diciembre de 2005 se cubrieron hasta el mes de febrero de 2006.
  



A partir de ahí, en la siguiente cuenta de cobro, el acreedor relacionó los intereses de aquella letra causados entre marzo y mayo de 2006 por valor de $6’000.000,oo, y los que se originaron en la letra girada el 28 de marzo de 2006 (liquidados incluso desde el 17 de marzo), en cuantía de $4’866.667,oo, para un total de $10’866.667,oo. También sobre este monto firmó una constancia de pago (f. 23, c. 3), que ordenada tener como prueba no fue refutada.
  



Si lo anterior fuera poco, recibió el cheque número 508695 que da cuenta de la acumulación de todas estas cantidades, por valor de $14’942.000,oo, esto es, que allí quedaron comprendidos los $5’200.000,oo, los $6’000.000,oo y los $4’866.667,oo mencionados. Por supuesto que la contabiliad registra un valor inferior, como lo explicó con suficiencia la parte demandada, por efectos del impuesto que sobre ese monto debía retenerse, todo lo cual fue asentado en la contabilidad de la empresa (f. 13, c. 3), y puede tenerse por válido, porque en este caso sí existen los comprobantes que dan cuenta de esos movimientos, con independencia, se repite, de que tales pagos no hayan quedado consignados en los títulos valores.
  



De otro lado, aunque la parte actora discute que tales cuentas de cobro y movimientos contables no dejan claro que se refieran a esas dos letras de cambio, visto como está que no eran otras las obligaciones de este tipo que la clínica tenía para con el señor Tirado Plata, no ve la Sala razón alguna para restarle el mérito probatorio que corresponde a estos documentos, si a ellos se suma que para este caso concreto, la testigo Jacqueline Escobar Molina sí fue precisa en decir que estuvo presente cuando se realizaron las transacciones relacionadas con el pago de los intereses sobre esas dos acreencias.
  En resumen, le asiste razón al apelante en lo que a la excepción de pago sobre los intereses hasta el 31 de mayo de 2006 respecto de las dos letras de cambio por valor de $100’000.000,oo cada una concierne y en este sentido se revocará el ordinal primero del fallo para declararla probada parcialmente; también el segundo, porque la ejecución no puede continuar en la misma forma que se dispuso en el mandamiento de pago, ya que allí se ordenó la satisfacción de los intereses de plazo desde el 18 de diciembre de 2005 (debe entenderse así y no de 2006), hasta el 25 de junio de 2006, en el primer caso, y desde el 28 de mayo al 25 de junio de 2006, cuando debe ser, en ambos casos, desde el 1° hasta el 25 de junio de 2006. En lo demás, se confirmará.
  



Costas de esta instancia a cargo del demandante y a favor de la parte demandada, pero sólo en un 30%, dado el resultado parcialmente favorable del recurso.
  



RESUELVE:  

  



1.  
REVOCAR el ordinal primero del fallo que se revisa, para declarar probada parcialmente la excepción de pago de intereses de plazo respecto de las dos letras por valores de $100’000.000,oo cada una.

  



2.
MODIFICAR el ordinal segundo, en el sentido de que los intereses de plazo de las letras de cambio por valor de $100’000.000,oo, correrán entre el 1° y el 25 de junio de 2006. 
  



3. 
CONFIRMARLO en lo demás.
  



Costas de esta instancia a cargo del ejecutante y a favor de la parte demandada, en un 30% de las que se tasen.




Notifíquese





Los Magistrados

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS







� TRUJILLO CALLE, Bernardo, De los títulos valores T.I., Temis, Bogotá, 1997, p. 276. 





� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de septiembre 14 de 1976, M.P. José María Esguerra Samper
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